
 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE ARECIBO 
 

EL PUEBLO DE 
PUERTO RICO 

 
Recurrido 

 
v. 

 
LUIS D. DÍAZ IRIZARRY 
 

Peticionario 

KLCE201601542 

Certiorari 
procedente del Tribunal de 
Primera Instancia, Sala de 
Arecibo 
 
Caso Núm.  
C MI2016-0041 
 
Sobre: Ley de Armas 

Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la Jueza 
Vicenty Nazario y el Juez Rivera Torres. 
 
Vicenty Nazario, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 
 

En San Juan, Puerto Rico a  31  de agosto de 2016. 

El peticionario Luis Díaz Irizarry presentó un recurso  de certiorari ante 

este Tribunal de Apelaciones en el cual nos solicitó que revisemos la 

resolución emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Ponce (TPI o 

foro de instancia), el 13 de julio de 2016, notificada a las partes el 15 de julio 

de 2016. Mediante el referido dictamen el TPI denegó la solicitud del 

peticionario para que, conforme al Art. 2.07 de la Ley de Armas, 25 LPRA § 

456f, se ordenara la inmediata devolución de la licencia de armas, las armas 

y, municiones que le fueron ocupadas por la Policía de Puerto Rico.  

Conforme a los hechos del caso y al derecho aplicable, determinamos 

expedir el auto solicitado y revocar el dictamen emitido por el foro de 

instancia.  

I 

Conforme surge del expediente por hechos ocurridos el 14 de mayo 

de 2016, el Ministerio Público presentó tres denuncias contra el peticionario 

por infracciones a los Artículos 5.04, 5.15 y 6.01 de la Ley de Armas. Por las 

mencionadas denuncias el señor Díaz Irizarry fue citado para comparecer 

ante el TPI. Según lo requiere nuestro ordenamiento procesal se celebró la 

correspondiente vista de causa probable para el arresto del peticionario. 

Evaluada la prueba el TPI hizo una determinación de no causa. El Ministerio 
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Público solicitó la celebración de vista en alzada. Celebrada la misma, 

nuevamente se dictaminó no causa para el arresto.  

 Siendo ello así, el peticionario presentó ante el foro de instancia 

Moción en solicitud de orden. Amparándose en el Art. 2.07 de la Ley de 

Armas, a la jurisprudencia aplicable y a que los cargos en su contra no 

prosperaron, el peticionario solicitó al TPI la devolución de las armas que le 

fueron incautadas. Examinada la solicitud del peticionario, el TPI emitió 

Resolución y Orden en la cual ordenó a la Policía de Puerto Rico a realizar 

una investigación a los fines de determinar si el peticionario es acreedor de 

poseer su arma de fuego.  

 Inconforme con tal determinación, Díaz Irizarry presentó el recurso de 

certiorari que nos ocupa. Señaló que el TPI erró al declarar no ha lugar la 

solicitud de devolución de la licencia de armas y de las armas, en 

contravención al Art. 2.07 de la Ley de Armas; al ordenar a la Policía de 

Puerto Rico realizar una investigación para determinar si el peticionario es 

acreedor de poseer arma de fuego; y al declarar no ha lugar la solicitud de 

devolución de licencia de armas y de las armas contrario al derecho 

constitucional de poseer y portar armas.  

Concedimos término a la Oficina de la Procuradora General para que 

mostrara causa por la cual no debemos expedir el auto de certiorari, lo cual 

hizo oportunamente.  

 A continuación exponemos el derecho aplicable a la controversia 

presentada ante nos.  

II 

A. Ley de Armas, 25 LPRA § 455 et. seq.  

Como es conocido la posesión de una licencia de armas en Puerto 

Rico está regulada por las disposiciones de la  Ley Núm. 404-2000, (en 

adelante Ley de armas). El Artículo 2.11 de la Ley de Armas, 25 LPRA 456j, 

establece lo siguiente:  

El Superintendente no expedirá licencia de armas ni 
el Secretario del Departamento de Hacienda expedirá 
licencia de armero, o de haberse expedido se revocarán y 
el Superintendente se incautará  de la licencia y de las 
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armas y municiones de cualquier persona que haya sido 
convicta, en o fuera de Puerto Rico, de cualquier delito 
grave o su tentativa, por conducta constitutiva de violencia 
doméstica según tipificada en las secs. 601 et seq. del Título 
8, por conducta constitutiva de acecho según tipificada en 
las secs. 4013 a 4026 del Título 33, ni por conducta 
constitutiva de maltrato de menores según tipificada en Ley 
de Diciembre 16, 1999, Núm. 342.  Disponiéndose, además, 
que tampoco se expedirá licencia alguna a una persona con 
un padecimiento mental que lo incapacite para poseer una 
arma, un ebrio habitual o adicto al uso de narcóticos o 
drogas, ni a persona alguna que haya renunciado a la 
ciudadanía americana o que haya sido separad[a] bajo 
condiciones deshonrosas de las Fuerzas Armadas de los 
Estados Unidos o destituido de alguna agencia del orden 
público del Gobierno de Puerto Rico, ni a ninguna persona 
que haya sido convicta por alguna violación a las 
disposiciones de este capítulo o de la anterior Ley de 
Armas.  (Énfasis nuestro).  

  

Por su parte, el Artículo 2.07 de la mencionada ley señala que:  

Luego de una determinación de causa probable para el 
arresto de cualquier persona a la cual se le haya otorgado una 
licencia de armas, por la comisión de cualquiera de los delitos 
especificados en la sec. 456j de este título o de violaciones a las 
disposiciones de este capítulo, el tribunal suspenderá 
provisionalmente la licencia hasta la determinación final del 
procedimiento criminal.  Disponiéndose, además, que el tribunal 
ordenará la ocupación inmediata de la totalidad de las armas y 
municiones del concesionario para su custodia en el depósito de 
armas y municiones de la Policía.  De resultar el acusado con 
una determinación de no culpabilidad, final y firme, el juez 
ordenará la inmediata devolución de su licencia de armas y de 
las armas y municiones.  Toda arma y municiones así 
devueltas deberán entregarse en las mismas condiciones en 
que se ocuparon.  El concesionario estará exento del pago por 
depósito.  De resultar la acción judicial en una de culpabilidad, final 
y firme, el Superintendente revocará la licencia permanentemente y 
se incautará finalmente de todas sus armas y municiones.  (Énfasis 
nuestro). 25 LPRA 456f 

  

De otro lado, el Artículo 2.13, 25 LPRA 456l dispone que:  

Cualquier agente del orden público ocupará la 
licencia, arma y municiones que posea un concesionario 
cuando tuviese motivos fundados para entender que el 
tenedor de la licencia hizo o hará uso ilegal de las armas y 
municiones, para causar daño a otras personas; por haber 
proferido amenazas de cometer un delito; por haber 
expresado su intención de suicidarse; cuando haya 
demostrado reiteradamente negligencia o descuido en el 
manejo del arma; cuando se estime que el tenedor padece 
de una condición mental, se le considere ebrio habitual o es 
adicto a sustancias controladas; o en cualquier otra 
situación de grave riesgo o peligro que justifique esta 
medida de emergencia.  Un agente del orden público 
también ocupará la licencia, armas y municiones cuando se 
arreste al tenedor de la misma por la comisión de un delito 
grave o delito menos grave que implique violencia.  A 
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solicitud de la parte a quien se le ocupó el arma, hecha 
dentro de los quince (15) días laborables luego de la 
ocupación del arma, el Superintendente celebrará una vista 
administrativa en un término no mayor de cuarenta y cinco 
(45) días para sostener, revisar o modificar la ocupación del 
agente del orden público.  El Superintendente deberá emitir 
su decisión en un plazo no mayor de cuarenta y cinco (45) 
días a partir de la celebración de dicha vista administrativa 
formal y de resultar favorable a la parte afectada la 
determinación de Superintendente, éste ordenará la 
devolución inmediata del arma o armas ocupadas. 

 

III 

 El señor Díaz Irizarry alegó que lo que provocó la intervención en su 

contra fueron los alegados hechos por los cuales hubo determinación de no 

causa, por lo cual procede la aplicación del Art. 2.07 y no del Art. 2.13. 

Especificó que no hay duda alguna que el Art. 2.13 faculta a los agentes del 

orden público a ocupar la licencia y las armas de un concesionario en las 

situaciones específicas que detalla el artículo. No obstante, indicó que una 

vez se interviene con un ciudadano por la alegada violación de un delito y se 

presenta acusación o denuncia entonces entra en función el Art. 2.07 de la 

Ley de Armas.  

 En cuanto a ello, la Oficina de la Procurador, alegó que el inciso (c) del 

Art. 2.02 de la Ley de Armas, confiere discreción al superintendente para que 

realice cuantas investigaciones estime necesarias después de remitida la 

licencia. Si de la investigación resulta que el poseedor de la licencia brindó 

información falsa en su solicitud o no cumple con los requisitos establecidos 

en la ley, se revocará la licencia de forma inmediata y se incautará el arma.  

Además, adujo la parte recurrida que el Art. 2.13 faculta a los agentes del 

orden público a ocupar las armas cuando tienen motivos fundados y que en 

el mencionado artículo se establece un remedio administrativo para cualquier 

persona afectada por una intervención que culmina con la ocupación de 

armas de fuego.  

 Examinados ambos recursos determinamos que al peticionario le 

asiste la razón.  Si bien es cierto, que la ocupación se llevó a cabo en el 

contexto de una intervención policiaca, como expresó la Oficina de la 

Procuradora,  también lo es el que el peticionario al momento de los 
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alegados hechos por los cuales se le ocupó el arma, tenía licencia para 

poseer la misma, se presentó denuncia por los actos catalogados como 

ilegales y los juzgadores determinaron que no existía causa para el arresto.  

Recordemos que no solo se celebró una vista para arresto, sino que también 

se realizó una en alzada.  

 No hay duda alguna que las actuaciones que dieron inicio al proceso 

en contra del señor Días Irizarry fueron los señalados en la denuncia. No se 

presentó prueba alguna al contrario. Siendo ello así, al determinar el TPI que 

no existía causa para continuar con el procedimiento criminal y siendo los 

hechos alegados en la denuncia la razón por la cual se le incautó al 

peticionario la licencia de armas, el arma y ciertas municiones procede la 

devolución de los mismos. Ello en estricto cumplimiento con el Art. 2.07 de la 

Ley de Armas.  

No procede en derecho la determinación del TPI emitida el 13 de julio 

de 2016 a los fines de ordenar a la Policía de Puerto Rico realizar una 

investigación para determinar si el peticionario es acreedor de poseer el arma 

de fuego. Lo anterior es contrario al Art. 2.07 de la Ley de Armas, el cual 

aplica a los hechos de este caso y al derecho del peticionario a tener en su 

posesión su propiedad. Conforme a los hechos particulares de este caso 

determinamos que no es de aplicación el Art. 2.13. Menos aun cuando no 

surge que  la investigación ordenada por el juez tuviese motivo fundado 

alguno y podría catalogarse como una expedición de pesca (fishing 

expedition).  

 Resuelto lo anterior, entendemos innecesarios adentrarnos en los 

demás señalamientos de error.  

IV 

Por los fundamentos que antes detallamos, se expide el auto de 

certiorari solicitado, se revoca el dictamen recurrido y se le ordena a la 

Policía de Puerto Rico devolver al señor Díaz Irizarry  la licencia de armas, 

las armas de fuego y las municiones que le fueron incautadas, conforme lo 

establece el Artículo 2.07 de la Ley Núm. 404 de 2000, supra.   
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Notifíquese inmediatamente. 

Así lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

El Juez González Vargas concurre en cuanto a la devolución de las 

armas. No obstante, nada impide al TPI referir el asunto al superintendente 

de la policía para que, en el orden administrativo, investigue el uso de las 

armas por parte del peticionario con miras a determinar si es acreedor del 

privilegio de la licencia de portación o posesión de armas, conforme al Art. 

2.02 de la Ley de Armas.  Ello es un proceso separado e independiente al 

encauzamiento criminal e independiente además a de que se le devolviera 

las armas incautadas.  

 

 
                                           Lcda. Dimarie Alicea Lozada   
                                 Secretaria del Tribunal de Apelaciones     

 
 
 

 


